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Secretaría : Amparo económico 
Ingreso N° : 1.257-2020 
 
EN LO PRINCIPAL: Informa; OTROSÍ: Acompaña documentos. 

 
 
 

ILUSTRÍSIMA CORTE DE APELACIONES DE SANTIAGO 
 
 

 CARLOS FLORES LARRAÍN, abogado, por el Ministerio del Interior y 
Seguridad Pública, en autos sobre amparo económico, caratulados “Malschafsky 
Letelier Marcelo con Ministerio del Interior y Seguridad Pública”, seguidos ante 
esta Ilustrísima Corte de Apelaciones, Rol N° 1.257-2020, a SS. ILTMA., 
respetuosamente digo:  

 
De acuerdo a lo establecido en el artículo 19 Nº 21 de la Constitución Política de 

la República, y en la Ley Nº 18.971, que establece recurso especial que indica; vengo 
en informar al tenor de la acción de autos, conforme los siguientes antecedentes de 
hecho y derecho que paso a exponer, organizados de acuerdo a la siguiente estructura: 

 
 

 A.- DEL AMPARO ECONÓMICO DE AUTOS. 
 
 B.- DE LA IMPROCEDENCIA DEL AMPARO ECONÓMICO DE AUTOS, POR 
HABER SIDO DEDUCIDO EXTEMPORÁNEAMENTE. 
 
 C.- DE LA IMPROCEDENCIA DEL AMPARO ECONÓMICO DE AUTOS, POR 
NO SER ÉSTA LA VÍA IDÓNEA PARA ABORDAR LA PRETENSIÓN DEL 
RECURRENTE. 
 
 D.- DE LA AUSENCIA DE UNA CONDUCTA DEL MINISTERIO DEL INTERIOR 
Y SEGURIDAD PÚBLICA QUE, IMPORTE UNA PRIVACIÓN AL DERECHO DEL 
RECURRENTE PREVISTO EN EL ARTÍCULO 19 Nº 21 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LA REPÚBLICA. 
  
 E.- CONCLUSIONES. 

 
 

 A.- DEL AMPARO ECONÓMICO DE AUTOS. 
 
 Con fecha 15 de mayo de 2020, en un escrito de 8 páginas de extensión, doña 
Jesica Torres Quintanilla en favor de don Marcelo Malschafsky Letelier (en 
adelante e indistintamente el recurrente), dedujo amparo económico en contra del 
Ministerio del Interior y Seguridad Pública, denunciando una eventual vulneración a 
su derecho constitucional previsto en el artículo 19 Nº 21 de la Constitución Política de 
la República. 
 
 Al respecto, el recurrente indica en la página Nº 1 del libelo de autos que, “la 
falta de resguardo del Orden Público por parte de la Administración del Estado y de 
prevención y control de la delincuencia” generó que “muchos ciudadanos nos vimos 
atropellados en nuestros derechos y, en lo que nos afecta en nuestra vida cotidiana 
hasta el día de hoy, a ejercer nuestra libre iniciativa económica a emprender y con ello, 
a tener un sustento diario para vivir”. 
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 En efecto, señala el recurrente en la página Nº 2 de su presentación que, “con 
motivo de las diversas movilizaciones sociales, los clientes de don Marcelo 
Malschafsky Letelier, cuya mayoría se encuentran localizados en la Región 
Metropolitana dejaron de comprar sus productos, debido a que estos no serían artículos 
de primera necesidad, razón por la cual sus clientes postergaron todas las cotizaciones, 
sumándole a esto que ahora por la cuarentena en la comuna no tendría acceso a 
abastecerse de sus materiales y menos de poder llevar a cabo la instalación de los 
mismos. Esta situación hizo que las ventas de don Marcelo Malschafsky se vieran 
gravemente mermadas en un 90%, lo que necesariamente repercutió en la pérdida de 
capital de trabajo y stock de mercaderías”.  
 

Desde ya, cabe hacer presente a SS. Iltma. que, en el libelo de autos, no se 
aporta ningún antecedente probatorio o de merito que de cuenta fundadamente tanto 
del eventual perjuicio que sufrió el recurrente como de la supuesta omisión alegada 
respecto de esta Secretaría de Estado, sino que solamente el recurrente se limita a 
hacer una somera relación de los hechos y de las normas aplicables en la materia. 
 
 Luego, en las páginas siguientes, el recurrente se limita a indicar que, desarrolla 
una actividad económica lícita por la cual lleva contabilidad y paga impuestos; que en 
la actualidad no se encuentra en condiciones de soportar los efectos económicos 
derivados de la pandemia por COVID-19; y reitera que el Ministerio del Interior y 
Seguridad Pública al no resguardar el orden y la seguridad pública contravino, a su 
juicio, diversos principios y deberes constitucionales que indica.  
 
 Por último, temina el recurrente en la página Nº 7 de su presentación solicitando 
a SS. Iltma. que, se sirva “acoger la presente acción en todas su partes, dictando 
sentencia estimatoria que constate la infracción denunciada y que declare que el 
Ministerio del Interior y de Seguridad Pública o la entidad pública que se determine, 
contraviene el ordenamiento jurídico y consecuencialmente ha obrado de manera ilegal 
al no cumplir con su función ni ejercer sus potestades de resguardar el Orden Público, 
infringiendo con ello el Derecho a la Libre Iniciativa Económica, reconocido en el 
artículo 19, N° 21, constitucional, con expresa condena en costas”.  
 
 
 B.- DE LA IMPROCEDENCIA DEL AMPARO ECONÓMICO DE AUTOS, POR 
HABER SIDO DEDUCIDO EXTEMPORÁNEAMENTE. 
 
 El artículo 19 Nº 21 de la Constitución Política de la República, asegura a todas 
las personas: “El derecho a desarrollar cualquiera actividad económica que no sea 
contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas 
legales que la regulen. 
 El Estado y sus organismos podrán desarrollar actividades empresariales o 
participar en ellas sólo si una ley de quórum calificado los autoriza. En tal caso, esas 
actividades estarán sometidas a la legislación común aplicable a los particulares, sin 
perjuicio de las excepciones que por motivos justificados establezca la ley, la que 
deberá ser, asimismo, de quórum calificado”. 
 
 Al respecto, conforme los términos del artículo único de la Ley Nº 18.971, el 
amparo económico es la acción popular que cualquier persona puede interponer ante 
la Corte de Apelaciones respectiva, a fin de denunciar las infracciones que 
eventualmente se incurra del citado artículo 19 Nº 21 de la Constitución Política de la 
República; remedio judicial el que tiene para su ejercicio un plazo de seis meses, 
contados desde que se hubiere producido la infracción. 
 
 En efecto, el término en análisis, se caracteriza por ser un plazo de meses, 
continuo, legal, fatal, improrrogable y no ampliable según la tabla de emplazamiento 
para contestar demandas.  
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 Pues bien, no puede perderse de vista que, conforme a lo señalado, por razones 
de certeza jurídica, el recurrente no cuenta en ningún caso con la posibilidad de 
determinar a su arbitrio el inicio del término en comento, por lo que acreditándose su 
conocimiento cierto, como en la especie se verifica, la deducción extemporánea de esta 
acción no puede sino implicar que se resuelva derechamente su rechazo.  
 
 Como es de conocimiento público, a partir del día viernes 18 de octubre de 2019, 
diversos sectores de la región Metropolitana sufrieron reiteradas y graves alteraciones 
del orden y la seguridad pública, como consecuencia de la quema, saqueo y 
destrucción de numerosos recintos privados y públicos, especialmente, de la red de 
transporte del Metro y de buses; así como la interrupción de la libre circulación de las 
personas debido a la instalación de barricadas en las calles.  
 
 El inédito fenómeno en comento, se fue propagando desde la región 
Metropolitana hacia el resto del país. Por ello, dada la magnitud de la afectación y el 
evidente riesgo para la seguridad de las personas, S.E. el Presidente de la República, 
entre otras regiones, mediante el Decreto Supremo N° 472, de 18 de octubre de 2019, 
del Ministerio del Interior y Seguridad Publica; declaró estado de excepción 
constitucional de emergencia en la provincia de Santiago y Chacabuco, así como las 
comunas de Puente Alto y San Bernardo, cuyos efectos fueron ampliados, 
posteriormente, a toda la región Metropolitana, mediante el Decreto Supremo Nº 479, 
de 20 de octubre del mismo año y origen. 
 
 A nivel país, según la información de Carabineros de Chile y las distintas 
Intendencias, durante el estado de emergencia hubo 487 saqueos a supermercados y 
centros comerciales, daños a 84 entidades comerciales y 74 entidades financieras. 
También, ocurrieron severos daños a la propiedad pública: 27 buses del Transantiago 
quemados y 741 vandalizados; 12 Municipalidades con daños por incendios y ataques 
(Calama, Copiapó, Villa Alemana, Quilpué, Olmué, Catemu, Cabildo, San Antonio, El 
Quisco, El Tabo, Valdivia y Coihaique); 4 Intendencias con destrozos (Valparaíso, 
Tarapacá, Atacama y Los Ríos) y 3 Gobernaciones con daños y destrozos (Arica, San 
Antonio y Osorno); servicios de utilidad pública con daños y destrozos en todo el país 
(notarias, oficinas del Servicio de Impuestos Internos, Inspección del Trabajo, Fiscalía, 
antenas de telecomunicaciones, entre otros), así como destrozos y daños en cuarteles 
y vehículos policiales.  
 
 Luego, se puso término al citado estado de excepción constitucional, a través 
del Decreto Supremo N° 533, de 27 de octubre de 2019, del Ministerio del Interior y 
Seguridad Pública; pasando a partir de ese momento, nuevamente, a las Fuerzas de 
Orden y Seguridad Pública, o sea, Carabineros y la Policía de Investigaciones de Chile, 
la función exclusiva de garantizar el orden público y la seguridad publica interior, en la 
forma que lo determinan sus respectivas leyes orgánicas y demás disposiciones 
legales aplicables.  
 
 En ese contexto, cabe destacar que el recurrente, no señala expresamente en 
su libelo desde cuando a su juicio el plazo de 6 meses comienza a correr, pero, sin 
perjuicio de ello, del tenor literal de su presentación se desprende y fluye que, el mismo 
no pudo sino iniciarse a contar del 18 de octubre de 2019.  
 
 Así, en la página Nº 2 de la presentación de autos, es posible leer que, “Don 
Marcelo Malschafsky Letelier, era hasta antes del 18 de Octubre de 2019 un pequeño 
y esforzado empresario dedicado a la venta y fabricación de cortinas panorámicas de 
terraza y toldos manuales y motorizados, que comercializaba en Cesar Cascabel 4383-
12, comuna de Las Condes”. 
 
 Pues, teniendo en especial consideración que S.E. el Presidente de la 
República, con fecha 18 de octubre de 2019, declaró estado de excepción 
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constitucional de emergencia; que dicho estado de excepción constitucional estuvo 
vigente hasta el día 28 de ese mismo mes y año; que los eventos de mayor violencia 
se concentraron principalmente en ese mismo período; que el cuerpo normativo que 
regula el amparo económico señala expresamente que la acción podrá intentarse 
dentro de los seis meses contados desde que se hubiere producido la infracción; que 
el recurrente cuenta con asesoría jurídica en la materia; y que de sus propias palabras, 
su situación particular cambió solo a contar del 18 de octubre de 2019; no cabe sino 
concluir que, el plazo para deducir este remedio judicial venció inexorablemente el 
pasado 18 de abril de 2020, por lo que al 15 de mayo del año en curso, ha transcurrido 
larga y sobradamente el término previsto en el inciso tercero del artículo único de la 
Ley Nº 18.971, en casi un mes, por lo cual se debe proceder a resolver derechamente 
su rechazo con expresa condenación en costas. 
 
 
 C.- DE LA IMPROCEDENCIA DEL AMPARO ECONÓMICO DE AUTOS, POR 
NO SER ÉSTA LA VÍA IDÓNEA PARA ABORDAR LA PRETENSIÓN DEL 
RECURRENTE. 
 
 En este apartado, es menester hacer presente que, el sentido y alcance natural 
del amparo económico, no es otro que el de cautelar la libertad económica respecto al 
“Estado Empresario”, cuando este último, transgrediendo el principio de subsidiaridad, 
interviene en el campo económico no acatando las limitaciones contempladas en el 
artículo 19 N° 21 inciso segundo de la Constitución Política de la República, ya sea por 
desarrollar esa actividad sin autorización de una ley de quórum calificado o sin 
sujetarse a la legislación común aplicable en dicho ámbito a los particulares.  
 
 Así, mientras la acción de protección establece una acción a favor de quien, 
como consecuencia de acciones u omisiones ilegales o arbitrarias de terceros, sufra 
privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de determinados derechos o 
garantías esenciales, entre ellos, por cierto, el establecido en el Nº 21 del artículo 19 
de la Constitución Política de la República; el amparo económico no está orientado a 
cautelar el derecho a la libertad económica en cuanto a transgresiones a la misma que 
afecten en general a los individuos particulares en su interés personal, sino cuando 
tales vulneraciones provengan de la actividad empresarial del Estado quebrantando las 
normas de Orden Público Económico consagradas en el mencionado artículo 19 N° 21 
inciso segundo de la Constitución Política de la República. 
 
 Dada la orientación de nuestra Carta Fundamental, la acción de amparo 
económico protege principalmente aquellas materias que dicen relación con el 
desarrollo por parte del Estado y sus organismos de actividades empresariales o la 
participación en ellas, sin que exista una ley de quórum calificado que los autorice.  
 
 Por ello, sin duda alguna, la interpretación aquí expuesta, resulta consistente 
con el proceso de amparo de derechos fundamentales que se canaliza a través de las 
acciones de protección y de amparo económico. En efecto, además, existen fundadas 
razones para descartar el amparo económico como instrumento idóneo para brindar 
protección al derecho a desarrollar una actividad económica lícita, entre otras que, el 
diseño normativo del amparo económico no entregó al órgano jurisdiccional la facultad 
de adoptar providencias cautelares prontas e inmediatas para brindar resguardo al 
afectado, como sí se establecen en el artículo 20 de la Constitución Política de la 
República tratándose de la acción de protección de derechos constitucionales.  
 
 Lo anterior, explica el porque a contar del 18 de octubre de 2019, diligentes 
recurrentes a nivel nacional accionaron de protección en contra de esta Secretaría de 
Estado y sus organismos relacionados, constatándose al menos 13 causas, donde, en 
todas ellas se denunció una eventual omisión de la autoridad en materia de resguardo 
del orden público, cuestión que habría vulnerado sus derechos constitucionales, entre 
otros, por cierto, el de desarrollar cualquiera actividad económica que no sea contraria 
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a la moral, al orden público o a la seguridad nacional. Ello, conforme al siguiente 
detalle1: 
 

Nº Recurso Rol Corte Recurrentes Recurrido Resultado Estado 

1 Protección 7.961-2019 Antofagasta Restaurante Señor 
Rocotto Intendencia Regional 27.12.2019: 

Desistida Ejecutoriada 

2 Protección 8.428-2019 Antofagasta Juntas de Vecinos de 
Antofagasta 

Intendencia Regional - 
Gobernación de 

Antofagasta 

26.12.2019: 
Rechazada Ejecutoriada 

3 Protección 555-2020 Valparaíso Sociedad Gastronómica 
Mar Azul Ltda. 

Ministro del Interior – 
Intendencia Regional – 

Gobernación de 
Valparaíso - Carabineros 
– Alcalde de Valparaíso 

No aplica En trámite 

4 Protección 179.130-2019 Santiago 
Locatarios, y pequeños 

y medianos  
comerciantes de Maipú 

Ministro del Interior – 
Intendencia Regional - 

Carabineros 

24.01.2020: 
Rechazada Ejecutoriada 

5 Protección 309-2020 Santiago 

Comunidad Edificio 
Cordillera (Hotel Crowne 

Plaza y 130 locales 
comerciales) 

Ministro del Interior – 
Intendencia Regional - 

Carabineros  

26.05.2020: 
Rechazada En trámite 

6 Protección 15.067-2019 San Miguel 

Alcalde de La Cisterna 
(en favor de 

comerciantes y vecinos 
de la comuna) 

Ministro del Interior  13.03.2020: 
Rechazada Ejecutoriada 

7 Protección 15.191-2019 San Miguel 

Marian Guajardo 
Gutiérrez (en favor de 

los comerciantes de San 
Ramón) 

Ministro del Interior 20.01.2020: 
Rechazada Ejecutoriada 

8 Protección 8.784-2019 Talca 

Luisa Rojas Muñoz (por 
si y en representación 

de Sociedad de 
Inversiones Vanir SpA) 

Intendencia Regional – 
Gobernación de Talca No aplica En trámite 

9 Protección 52.707-2019 Concepción Caja de Compensación 
Los Andes Intendencia Regional 15.01.2020: 

Rechazada 
En apelación 
ante la Corte 

Suprema 

10 Protección 53.213-2019 Concepción 

Sociedad Constructora 
Avatar Ltda. e 

Inmobiliaria Vellatrix 
Ltda. 

Intendencia Regional – 
Carabineros – Policía de 

Investigaciones 

13.03.2020: 
Rechazada Ejecutoriada 

11 Protección 54.307-2019 Concepción 

Alcalde de Concepción y 
Alcalde de Coronel (a 
favor de las personas 

que indican) 

Intendencia Regional – 
Gobernación de 

Concepción 

24.04.2020: 
Desistida Ejecutoriada 

12 Protección 55.583-2019 Concepción Librería Giorgio Tucapel 
Presidente – Intendencia 
Regional – Gobernación 

de Concepción 

27.02.2020: 
Rechazada Ejecutoriada 

13 Protección 197-2020 Punta 
Arenas 

Pequeños comerciantes 
de Punta Arenas 

Intendencia Regional – 
Gobernación de 

Magallanes 

19.05.2020: 
Rechazada Ejecutoriada 

 
 
 Como SS. Iltma. podra observar, recientemente, de un total de siete tribunales 
de alzada del país, cinco ya han tenido la oportunidad en nueve causas de rechazar el 
arbitrio constitucional intentado y de señalar abiertamente que, no se verificaba una 
omisión por parte de la autoridades recurridas en materia de resguardo del orden 
público como pretendían los recurrentes. En efecto, son ejemplos de lo anterior los 
siguientes fallos, a saber: 
 
 1.- Causa rol Nº 52.707-2019, de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de 
Concepción: “QUINTO: Que los antecedentes reseñados permiten concluir que la 
recurrida realizó las acciones que le correspondían dentro del marco de sus facultades 
y obligaciones para hacer frente a la contingencia social que se vivía, obligaciones que 
deben entenderse como de medios y no de resultados atendido el caso en particular, 
por lo que no puede atribuirse a un acto arbitrario o ilegal si los resultados de su gestión 
no fueron los que se esperaban. En efecto, se entiende que el acto u omisión es ilegal 
cuando no reúne los requisitos legales o cuando no se atiene estrictamente a la 
normativa legal vigente, es lo contrario a derecho o a la ley; y un acto u omisión es 
arbitrario cuando carece de fundamento suficiente, es decir, de sustentación lógica, o 
sea cuando no existe o no se indica la razón que lo fundamente y quien actúa lo hace 
por mero capricho al no transparentar el criterio diferenciador de una determinada 

 
1 El listado de causas aquí expuesto, se encuentra actualizado hasta el 28 de mayo de 2020, fecha en que se confeccionó el 
presente informe. 
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decisión facultativa. Como se dijera, ninguna de estas definiciones calza en las 
conductas analizadas.  
SEXTO: Que, a mayor abundamiento, la ejecución de las acciones dirigidas a mantener 
el orden público le corresponde, en principio a Carabineros de Chile quienes, como es 
sabido, se vieron sobrepasados en su actuar, por lo que malamente se le puede atribuir 
responsabilidad en los términos señalados en el recurso a la autoridad administrativa 
recurrida” (lo destacado es nuestro). 
 
 2.- Causa rol Nº 179.130-2019, de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de 
Santiago: “CUARTO: Que para que prospere la acción constitucional deducida en 
estos antecedentes es menester que la recurridas hayan desplegado una conducta 
ilegal o arbitraria. Ciertamente no existe ilegalidad alguna en el caso en análisis, pues 
el acto denunciado, esto es, el poco eficiente actuar de las recurridas, ha de entenderse 
en términos de considerar, primeramente, que la mantención del orden público a 
efectos de otorgar seguridad a los establecimientos comerciales emplazados en la 
ciudad de Santiago -Maipú- de manera óptima y eficaz, constituye una legítima 
aspiración social que evidentemente puede ser frustrada cuando los encargados de 
materializar tal tarea son superados en número y capacidad preventiva por quienes se 
oponen a la consecución de su cometido y, en este entendido, ha de reflexionarse, 
enseguida, que la coordinación que se exige entre las recurridas existió, habiéndose 
hecho uso, además, de todos los medios y personal disponibles, lo que fue inútil a 
efectos de evitar los daños que terceros causaron a los bienes y comercios de los 
actores, no pudiendo pretenderse, en cualquier caso, que un pronunciamiento de esta 
Corte que exhorte una mayor disposición o eficacia de las entidades recurridas, elimine 
realmente el riesgo de falibilidad de los futuros operativos policiales.  
   Tampoco se advierte arbitrariedad en el acto que se impugna, por cuanto no ha sido 
el capricho el motivo por el cual se ha visto y se ve parcialmente desvanecido el 
anhelado orden público, sino el hecho públicamente conocido de que a consecuencia 
de un movimiento social de naturaleza masivo, delincuentes han conseguido el 
escenario ideal para aprovechando las circunstancias, perpetrar diversos ilícitos contra 
la propiedad pública y privada” (lo destacado es nuestro). 
 
 3.- Causa rol Nº 15.067-2019, de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de San 
Miguel: “Noveno: Que en otro orden de ideas y a mayor abundamiento, para que 
prospere la presente acción constitucional es necesario que la recurrida haya 
desarrollado una conducta ilegal o arbitraria. La actuación poco eficiente que se le 
atribuye al Ministerio del Interior y Seguridad Pública no puede considerarse ilegal, al 
haber sido superados los medios con que cuenta para mantener la protección de la 
comunidad de manera óptima y eficaz. Por otra parte tampoco se puede advertir 
arbitrariedad, por ser un hecho público y notorio que a consecuencia del movimiento 
social se ha visto desbordado, a nivel nacional, el orden público frente a la actuación 
de delincuentes que aprovechando las circunstancias han cometido delitos tales como 
saqueos e incendios, tanto en la propiedad pública como privada, cuyo conocimiento 
corresponde al Ministerio Público, conforme a su Ley Orgánica Constitucional” (lo 
destacado es nuestro).  
 
 4.- Causa rol Nº 309-2020, de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago: 
“Ahora bien, en cuanto al fondo del recurso, para acoger la presente acción debe 
constatarse la existencia de una omisión ilegal o arbitraria que impida, amague o 
perturbe el ejercicio de un derecho preexistente e indiscutido.  
   En ese orden de ideas, a juicio de esta Corte no se vislumbra ilegalidad alguna en el 
caso en análisis, pues el actuar de los recurridos, que exige coordinación entre las 
policías y las decisiones de las autoridades, existió, habiéndose hecho uso, además, 
de todos los medios y personal disponibles, según detallan los informes allegados al 
recurso, lo que fue inútil a efectos de evitar los daños que terceros causaron a los 
bienes de los actores, no pudiendo pretenderse que un pronunciamiento de esta Corte 
que exhorte una mayor disposición o eficacia de las entidades recurridas, elimine 
realmente el riesgo de falibilidad de los futuros operativos policiales.  
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   Tampoco se advierte arbitrariedad en la omisión que se impugna, por cuanto no ha 
sido el capricho el motivo por el cual se ha visto afectado el orden público, sino el hecho 
que en un movimiento social de naturaleza masivo, delincuentes han conseguido 
aprovechar las circunstancias para perpetrar diversos ilícitos contra la propiedad 
pública y privada” (lo destacado es nuestro).  
 
 Así las cosas, cabe concluir en este apartado que, la vía idónea para conocer 
de eventuales atentados al derecho a desarrollar cualquiera actividad económica no es 
otra que la acción de protección, dada la mayor amplitud de facultades que la Carta 
Fundamental le reconoce al órgano jurisdiccional en dicha sede, y para el evento 
incierto de que se entienda en sentido contrario que el amparo económico también 
puede cautelar el inciso primero del artículo 19 Nº 21 de la Constitución Política de la 
República; el remedio judicial de autos continúa siendo inidoneo desde que, para el 
evento de ser víctima de hechos ilícitos que no permitan desarrollar una determinada 
actividad económica lícita de manera regular, conforme a nuestro ordenamiento 
jurídico, corresponde al Ministerio Público, previa denuncia o querella, adoptar las 
medidas para proteger a las víctimas y a los testigos a fin de que ello sea revertido, 
cuestión sobre la que el recurrente nada ha dicho al respecto ni ha aportado 
antecedente alguno. 
 

 En efecto, lo anterior así fue resuelto por la Ilustrísima Corte de Apelaciones de 
Antofagasta, para la causa rol Nº 8.909-2019, en los siguientes términos: “OCTAVO: 
Que, sin que obste a la conclusión precedente, resulta menester indicar que los actos 
que se representan en la acción constitucional deducida dicen relación con actos que 
pudieran revestir caracteres de delito, y cuyo conocimiento e investigación conforme 
se desprende del artículo 83 de la Constitución Política de la República y de los 
artículos 1, 2 y 17 de la ley orgánica constitucional N° 19.640, corresponde de manera 
exclusiva y excluyente al Ministerio Público” (lo destacado es nuestro). 
 
 
 D.- DE LA AUSENCIA DE UNA CONDUCTA DEL MINISTERIO DEL INTERIOR 
Y SEGURIDAD PÚBLICA QUE, IMPORTE UNA PRIVACIÓN AL DERECHO DEL 
RECURRENTE PREVISTO EN EL ARTÍCULO 19 Nº 21 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LA REPÚBLICA. 
 
 Al respecto, conforme a lo referido en el apartado anterior, en el caso de autos, 
la actividad desarrollada por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública no puede ser 
calificada en ningún caso como una actividad económica, toda vez que falta el lucro, 
elemento determinante en el desarrollo de una actividad empresarial. 
 
 Dicho ello, a continuación cabe agregar que de acuerdo al artículo 24 de la 
Constitución Política de la República, el Gobierno y la Administración del Estado 
corresponden al Presidente de la República, quien, es el Jefe del Estado. En efecto, su 
autoridad se extiende a todo cuanto tiene por objeto la conservación del orden público 
en el interior y la seguridad externa de la República, de acuerdo con la Constitución y 
las leyes.  

 
En efecto, el colaborador directo del Presidente en esta materia, de acuerdo al 

artículo 33 de la Carta Fundamental, es el Ministro del Interior y Seguridad Pública, 
cuyas atribuciones se encuentran contempladas, principalmente, en la Ley N° 20.502, 
que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la 
Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, y modifica diversos 
cuerpos legales, y en el Decreto con Fuerza de Ley N° 7.912, de 1927, que organiza 
las Secretarías de Estado. 

 
Pues, conforme a los términos del artículo 1º de la Ley N° 20.502, este servicio 

es el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República en los asuntos 
relativos al orden público y a la seguridad pública interior, para cuyos efectos concentra 
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la decisión política en estas materias. Además, el artículo 3º letra b) del cuerpo 
normativo en comento dispone que, entre sus atribuciones, se encuentra la de velar 
por la mantención del orden público en el territorio nacional.  

 
Luego, el representante del Presidente a nivel regional, es el Intendente, de 

conformidad a la Ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y 
Administración Regional, aplicable a los Intendentes y Gobernadores actualmente en 
ejercicio, de conformidad al artículo 7 transitorio, de la Ley N° 21.074, y artículo primero 
transitorio de la Ley N° 21.073. 

 
En particular, en el artículo 2° de la referida Ley N° 19.175, se encuentran las 

atribuciones de los Intendentes, y entre las que dicen relación directa con orden y 
seguridad pública, encontramos las siguientes, a saber:  

b) Velar porque en el territorio de su jurisdicción se respete la tranquilidad, orden 
público y resguardo de las personas y bienes;  

c) Requerir el auxilio de la fuerza pública en el territorio de su jurisdicción, en 
conformidad a la ley; y  

h) Efectuar denuncias o presentar requerimientos a los tribunales de justicia, 
conforme a las disposiciones legales pertinentes. 

 
Acto seguido, en lo que dice relación con los Gobernadores, en el artículo 4° de 

la referida Ley Nº 19.175, se encuentran sus atribuciones, y entre estas, las que dicen 
relación directa en materia de orden y seguridad pública, son las siguientes, a saber: 

a) Ejercer las tareas de gobierno interior, especialmente las destinadas a 
mantener en la provincia el orden público y la seguridad de sus habitantes y bienes; 

c) Autorizar reuniones en plazas, calles y demás lugares de uso público, en 
conformidad con las normas vigentes. Estas autorizaciones deberán ser comunicadas 
a Carabineros de Chile; 

d) Requerir el auxilio de la fuerza pública en el territorio de su jurisdicción, en 
conformidad a la ley; y 

h) Ejercer la vigilancia de los bienes del Estado, especialmente de los nacionales 
de uso público.  
 

Por su parte, los organismos encargados de garantizar el orden y la seguridad 
pública interior, de conformidad al inciso segundo del artículo 101 de la Constitución 
Política de la República, son Carabineros y la Policía de Investigaciones de Chile, 
quienes, constituyen la fuerza pública y existen para dar eficacia al derecho, garantizar 
el orden público y la seguridad pública interior, en la forma que lo determinen sus 
respectivas leyes orgánicas. 

 
A mayor abundamiento, Carabineros de Chile tiene por finalidad, conforme a lo 

señalado en el artículo 1° de la Ley Nº 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros 
de Chile; garantizar y mantener el orden público y la seguridad pública interior en todo 
el territorio de la República y cumplir las demás funciones que le encomiendan la 
Constitución y la ley. En ese mismo sentido, la policía uniformada, conforme consta en 
el artículo 3° de la fuente normativa en comento, puede establecer los servicios 
policiales que estime necesarios para el cumplimiento de sus finalidades específicas, 
de acuerdo con la Constitución y la legislación respectiva, siendo la misión esencial de 
dicha policía, desarrollar actividades tendientes a fortalecer su rol de policía preventiva. 

 
Por último, es menester precisar que, si bien el artículo 101 de la Constitución 

Política de la República, prevé que las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública 
dependen del Ministerio encargado de la Seguridad Pública; dicha dependencia 
administrativa no se extiende al ámbito operativo, el que es de dominio exclusivo de 
dichas policías, dado el carácter profesional que detentan Carabineros y la Policía de 
Investigaciones de Chile. Ello, cobra relevancia en el caso de marras, desde que, la 
policía uniformada, por ejemplo, no ha sido recurrida en estos autos pese a su relevante 
rol en la materia, cuestión que atenta contra el debido proceso y debe necesariamente 
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también conducir a su íntegro rechazo, tal como lo resolvió en su momento la Ilustrísima 
Corte de Apelaciones, en la causa rol Nº 5.241-2019. 
 

También, cabe agregar a continuación que, las Municipalidades, de conformidad 
al artículo 4°, letra j) de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades; 
en el ámbito de su territorio podrán desarrollar, directamente o con otros órganos de la 
Administración del Estado, funciones relacionadas con la adopción de medidas en el 
ámbito de la seguridad pública a nivel comunal, sin perjuicio de las funciones del 
Ministerio del Interior y Seguridad Pública y de las Fuerzas de Orden y Seguridad.   

 
La labor de coordinación en materia de seguridad pública comunal, se encuentra 

contemplada también en la propia Ley de Municipalidades, en el artículo 104 E, letra f); 
norma que consagra a favor del Consejo Comunal de Seguridad Pública, la función de 
constituirse en instancia de coordinación comunal en materias de seguridad pública. 

  
Por último, el inciso primero del artículo 104 F de la Ley N°18.695 establece que, 

el plan comunal de seguridad pública será el instrumento de gestión que fijará las 
orientaciones y las medidas que la municipalidad y los órganos señalados en el artículo 
104 B dispongan en materia de seguridad pública a nivel comunal, sin perjuicio de las 
funciones y facultades que la Constitución y la ley confieren al Ministerio del Interior y 
Seguridad Pública, a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y al Ministerio Público. 
 
 Precisado todo lo anterior, es posible señalar que el Ministerio del Interior y 
Seguridad Pública ha cumplido satisfactoriamente con sus obligaciones legales, 
ejerciendo todas sus facultades y observando sus compromisos en la materia. 

 
En efecto, y de acuerdo al rol legal previsto para los ministerios en el inciso 

segundo del artículo 19 de la Ley Nº 18.575, en cuanto a estudiar y proponer las normas 
aplicables a los sectores a su cargo;  mediante el Decreto Supremo N° 1.364, de 13 de 
noviembre de 2018, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, se establecieron los 
lineamientos generales y perentorios sobre el uso de la fuerza en las intervenciones 
policiales para el mantenimiento del orden público, todos ellos, en armonía con los 
principios vigentes del derecho internacional que disciplinan la materia, a saber: 
 
“1) En sus actuaciones, las fuerzas policiales deberán velar por la protección de la 
seguridad pública y los derechos de las personas. 
2) En sus actuaciones, las fuerzas policiales respetarán y cumplirán la ley en todo 
momento. 
3) Los funcionarios policiales deberán evitar el uso intencional de armas letales, 
debiendo preferir el empleo de elementos o la adopción de medidas menos dañinas 
para lograr sus objetivos. 
4) En caso que sea necesario emplear un arma de fuego, y siempre que sea posible, 
adecuado y útil, el funcionario policial advertirá claramente su intención de utilizarla. 
Esta advertencia no será necesaria en aquellos casos que con ella se ponga en peligro 
al funcionario policial o se cree un riesgo grave a otras personas. 
5) Los funcionarios policiales deberán asegurar el mantenimiento del orden público con 
el objeto de garantizar las reuniones autorizadas por la autoridad competente y de 
carácter pacífico. 
6) En caso de reuniones no autorizadas por la autoridad competente y de carácter no 
violento, los funcionarios policiales evitarán el uso excesivo de la fuerza. 
7) Los funcionarios policiales no podrán hacer uso de la fuerza en contra de personas 
detenidas, salvo cuando sea estrictamente necesario para concretar la detención, para 
mantener la seguridad y el orden en las unidades policiales o cuando esté en peligro la 
integridad física de alguna persona. 
8) Las normas internas que regulen la intervención policial para el mantenimiento del 
orden público, deberán dar estricto cumplimiento a la legislación interna y a los tratados 
internacionales suscritos y ratificados por el Estado de Chile, en materia de derechos 
humanos”. 
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Por su parte, a fin de verificar que la normativa interna de Carabineros de Chile, 

diera cumplimiento a los lineamientos generales establecidos en el citado Decreto 
Supremo N° 1.364; se estableció en su artículo segundo que, dicha institución policial 
debía revisar y actualizar sus protocolos de actuación vigentes, dentro del plazo de 
noventa días corridos, disponiendo la publicación del instrumento final en el Diario 
Oficial.  

 
En ese contexto SS. Iltma., cabe evidenciar que con fecha 4 de marzo de 2019, 

se publicaron en el Diario Oficial dos instrumentos dictados por Carabineros de Chile, 
en cumplimiento de lo instruido por esta Cartera, a saber: (i) la Circular N° 1.832, de 1 
de marzo de 2019, que actualiza las Instrucciones sobre el uso de la fuerza, y (ii) la 
Orden General N° 2.635, también de 1 de marzo de 2019, que aprueba los nuevos 
Protocolos de intervención para el mantenimiento del orden público; proceso, en el 
cual, participaron activamente el Instituto Nacional de Derechos Humanos, el Consejo 
de la Sociedad Civil que asesora a la Subsecretaría del Interior y la Defensoría de la 
Niñez. 
 
 Habiéndose cumplido satisfactoriamente ello, cabe adicionar que, en el contexto 
del “Estallido Social” y con motivo de las disposiciones contenidas en el Decreto con 
Fuerza de Ley Nº 7.912, de 1927, del Ministerio del Interior, donde, se faculta a esta 
Secretaría de Estado para poder deducir querellas, principalmente, cuando el o los 
hechos que revistan caracteres de delito hubieren alterado el orden y la seguridad pública; 
es posible informar a modo meramente ejemplar que, desde el 18 de octubre de 2019 al 
13 de marzo de 2020, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a nivel nacional, 
interpuso un total de 409 querellas, con 1.375 imputados, todo ello, conforme al siguiente 
detalle, a saber:  
 - 304 querellas, invocando la Ley Nº 12.927, sobre Seguridad Interior del Estado;  
 - 21 querellas por incendio de estaciones de Metro; 
 - 17 querellas por otros incendios; 
 - 56 querellas por otros delitos (entre otros, aquellos que atentan directamente 
contra el orden público, desordenes públicos, ataques contra funcionarios de 
Carabineros de Chile en el ejercicio de sus funciones, tales como, maltrato de obra, 
homicidio frustrado, arrojar artefacto explosivo y/o incendiario, etc.);  
 - 8 querellas por el delito de saqueo, invocando el nuevo artículo 449 quáter del 
Código Penal; y 
 - 3 querellas por el delito de barricadas, invocando el nuevo artículo 268 septies 
del Código Penal. 
 
 Junto con ello, es menester destacar que respecto de las querellas en comento, 
se ha realizado su debido seguimiento ante los Tribunales de Justicia del país, 
compareciendo los abogados de la División Jurídica de la Subsecretaría del Interior a 
todas y cada una de las audiencias judiciales que se han fijado en las referidas causas, 
solicitando diligencias investigativas y entrevistas a los Fiscales del Ministerio Público, 
cuando ello ha sido pertinente. 
 
 En efecto, en este punto el recurrente ha omitido que, los hechos ilícitos 
derivados del “Estallido Social” no han sido causados por esta Secretaría de Estado, 
sino que por terceros a los que el Estado busca específicamente perseguir y sancionar 
conforme se ha demostrado. Es, en este sentido, impropio responsabilizar al Ministerio 
del interior y Seguridad Pública de toda actividad criminal o vandálica que acaezca en 
las ciudades del pais, cuestión que pondría una carga de resultado insostenible en 
conformidad a los recursos económicos, jurídicos y sociales que requieren los servicios 
públicos para funcionar adecuadamente. 
 
 Así las cosas, a diferencia de lo planteado irresponsablemente por el recurrente 
de autos, como SS. Iltma. podrá observar, esta Secretaría de Estado ha cumplido de 
manera satisfactoria con todas sus obligaciones en la materia, tanto en el ámbito 
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regulatorio como en el terreno judicial, no constatándose en la especie ni siquiera 
mínimamente, una conducta que importe una privación al derecho del recurrente 
previsto en el artículo 19 Nº 21 de la Constitución Política de la República. 
 
 
 E.- CONCLUSIONES. 
 

1.- La acción de amparo económico de autos ha sido deducida 
extemporáneamente por parte del recurrente desde que, el plazo de seis meses para 
deducir este remedio judicial ha comenzado a correr a partir del 18 de octubre del año 
pasado en su caso, por lo que el mismo venció inexorablemente el 18 de abril de 2020; 
entonces, habiéndose deducido esta acción recién con fecha 15 de mayo del año en 
curso, no cabe duda que ha transcurrido larga y sobradamente el término previsto en 
el inciso tercero del artículo único de la Ley Nº 18.971, en casi un mes. 

 
2.- El amparo económico no es la vía idónea para conocer de eventuales 

atentados al derecho a desarrollar cualquiera actividad económica. En efecto, es la 
acción de protección de derechos constitucionales la llamada a tutelar este último, dada 
la mayor amplitud de facultades que la Carta Fundamental le reconoce al órgano 
jurisdiccional en dicha sede. 

 
3.- La discusión planteada en estos autos, respecto a determinar una eventual 

omisión de la autoridad en materia de resguardo del orden público, ya fue 
recientemente objeto de discusión en 13 causas de protección de derechos 
constitucionales ante diversas magistraturas del país, donde, en nueve de ellas se 
rechazó el arbitrio constitucional intentado y se resolvió derechamente que, no se 
verificaba una omisión de las autoridades recurridas en materia de resguardo del orden 
público como se pretendía declarar, sino que todo lo contrario. 

 
4.- Acto seguido, si llegase a estimarse que el amparo económico puede cautelar 

efectivamente la libertad económica, conforme los hechos descritos en el libelo de 
autos, el remedio judicial intentado continúa siendo inidoneo desde que, para el evento 
de ser víctima de hechos ilícitos que no permitan desarrollar una determinada actividad 
económica lícita de manera regular, conforme a nuestro ordenamiento jurídico, 
corresponde al Ministerio Público, previa denuncia o querella, la adopción de las 
medidas para proteger a las víctimas y a los testigos a fin de que ello sea revertido, 
cuestión que el recurrente nada ha dicho al respecto ni ha aportado antecedente alguno 
en tal sentido. 

 
5.- La actividad desarrollada por las autoridades a fin de controlar el fenómeno 

delictivo, se trata de actos de mero gobierno, respecto de los cuales sólo cabe que se 
pronuncie la ciudadanía en elecciones populares o el Congreso Nacional a través del 
juicio político, tal como desde hace larga data lo ha señalado en la materia la 
Excelentísima Corte Suprema, por ejemplo, en la causa rol Nº 45.561-2017, a saber: 
“SEXTO: Que, así como se viene razonando, es posible concluir que lo que, en 
definitiva, reclaman los recurrentes es la inidoneidad e ineficiencia de las políticas 
sectoriales aplicadas para controlar y reducir el fenómeno delictivo, ámbito que 
corresponde a la evaluación, elaboración y corrección de las políticas públicas que, 
constitucionalmente, está entregado exclusivamente a otro poder del Estado por 
tratarse de actos de mero gobierno, respecto de los cuales sólo cabe que se pronuncie 
la ciudadanía en elecciones populares o el Congreso Nacional a través del juicio 
político.” (lo destacado es nuestro).  
 
 6.- Por último, contrario a lo planteado por el recurrente de autos, el Ministerio 
del Interior y Seguridad Pública ha cumplido satisfactorialmente con sus obligaciones 
en la materia, tanto en el ámbito regulatorio como en el ámbito judicial, no 
observándose en la especie en ningún caso una conducta que importe una privación 
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al derecho del recurrente previsto en el artículo 19 Nº 21 de la Constitución Política de 
la República. 

 
 

 POR TANTO; 
 
 A SS. ILTMA. RESPETUOSAMENTE PIDO: Tener por evacuado el informe 

requerido al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y previa vista de la causa, se 
sirva decretar su rechazo por los motivos y razones aquí expuestos, con expresa 
condenación en costas. 

 
 OTROSÍ: Sírvase SS. Iltma. tener por acompañados una copia de los siguientes 

documentos, a saber: 
 1.- Decreto Supremo N° 472, de 18 de octubre de 2019, del Ministerio del Interior 

y Seguridad Pública. 
 2.- Decreto Supremo N° 479, de 20 de octubre de 2019, del Ministerio del Interior 

y Seguridad Pública. 
 3.- Decreto Supremo N° 533, de 27 de octubre de 2019, del Ministerio del Interior 

y Seguridad Pública. 
 4.- Decreto Supremo N° 1.364, de 13 de noviembre de 2018, del Ministerio del 

Interior y Seguridad Pública. 
 5.- Circular N° 1.832, de 1 de marzo de 2019, de Carabineros de Chile. 
 6.- Orden General N° 2.635, de 1 de marzo de 2019, de Carabineros de Chile. 
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